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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Alfredo Asti. 


MIEMBROS: Señores Representantes Pablo D. Abdala, Gustavo Bernini, Germán Cardoso, Jorge 
Gandini, Andrés Lima, Gonzalo Mujica, Pablo Pérez González, Alejandro Sánchez e Iván 
Posada. 


INVITADOS: Por la Cámara de la Construcción del Uruguay, señores José Ignacio Otegui, Presidente; 
ingeniero Jorge Pazos, Secretario Ejecutivo e ingenieros Ramón Díaz y José Barreneche, 
Consejeros. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda tiene el agrado de recibir a una delegación de la Cámara de la Construcción del 
Uruguay, integrada por su Presidente, el señor José Ignacio Otegui, los Consejeros, ingenieros Ramón Díaz y 
José Barreneche, y por el Secretario Ejecutivo, ingeniero Jorge Pazos. 


Continuando con el tratamiento del proyecto de ley que nos remitió el Poder Ejecutivo sobre participación 
público-privada, y vistos los diversos aportes que han realizado distintos actores de la sociedad la Cátedra, el 
Ministerio, organismos oficiales, las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional, entendimos necesario 
solicitar la opinión de la Cámara de la Construcción del Uruguay, uno de los actores que en estos contratos de 
participación público-privada podrán participar en el proceso de construcción de las obras de infraestructura. 
Si bien nos han entregado algunos comentarios por escrito, preferimos el contacto personal, de manera que 
luego que den una primera opinión se pueda abrir la participación a los distintos integrantes de la Comisión 
para realizar consultas y que estas puedan ser respondidas. 


SEÑOR POSADA.- Saludo a la delegación que nos visita, que por supuesto nos parece que puede 
aportar mucho desde el ámbito del sector privado a un proyecto de ley que es realmente complejo. 


Quiero excusarme porque voy a tener que retirarme dentro de algunos minutos. 


SEÑOR OTEGUL.- Muchas gracias por la invitación. 


Para nosotros es importante que se discuta y se apruebe un proyecto de ley que tienda a generar un marco que 
favorezca la asociación público-privada. Teniendo en cuenta el escenario de crecimiento que el país tiene por 
delante, en nuestra opinión, uno de los elementos que pueden frenar ese proceso en el corto y mediano plazo 
es el hecho de no disponer de las infraestructuras para que se siga alimentando. 


Observando la Ley de Presupuesto aprobada el año pasado, vemos un espacio limitado para la inversión 
pública en infraestructuras. Esa es una opción política que se tomó en su momento, pero queremos ser 
enfáticos en que si el país no dispone en un breve plazo de una inversión importante en obras de 
infraestructura, tendrá un cuello de botella en su proceso de crecimiento. 


Creemos que otro cuello de botella que el país puede tener tiene que ver con la generación suficiente de 
energía. Si el país no dispone de un proceso creciente de generación de energía renovable en los próximos 
cinco años, va a tener dificultades en su crecimiento. 


También es importante la calificación de sus recursos humanos. Son temas que no se deben ni se pueden 
postergar. 


Con respecto a este proyecto de ley, más allá de que saludamos esta iniciativa y esperamos que sea una 
realidad en el corto plazo, hemos traído por escrito algunos comentarios los vamos a dejar a disposición de la 
Comisión que, seguramente, para muchos de ustedes no son novedad. Se trata de algunas cuestiones que 
entendemos razonable discutir y ver si se pueden incorporar. Una ley rígida que establece mecanismos que 
desnivelan la relación que se debería entablar entre públicos y privados lo único que va a provocar es el 
fracaso de la iniciativa. Creemos que el país necesita un instrumento que no fracase; el país necesita un 
instrumento que funcione porque, de lo contrario, no habrá posibilidades de acompañar ese crecimiento con 
las infraestructuras adecuadas. 


SEÑOR BARRENECHE.- Queremos dejar de manifiesto tres aspectos importantes. 


En primer lugar, no alcanzan los fondos públicos para ejecutar la cantidad de obras de infraestructura que el 
país necesita, tal como lo manifestaron las autoridades del Gobierno y lo marca el Presupuesto. Las APP es 
un procedimiento que se ha utilizado con éxito en muchas partes del mundo. Entendemos que es viable, 
permitiendo que a través de la asociación público-privada se puedan ejecutar las obras de infraestructura 
necesarias. 


En segundo término, dentro del sector de la construcción existen varias empresas interesadas en diversas 
ramas energía, red vial, etcétera y en asociarse con el Estado para poder ejecutar esas infraestructuras. 


El tercer punto que no es menor porque sin él no habría posibilidades es que actualmente, después de muchos 
años, existe un muy importante flujo financiero nacional y extranjero que permitiría financiar a largo plazo 
todos los proyectos de infraestructura. Es claro que las obras las construye una generación y la disfrutan 
cuatro o cinco, y que son proyectos a veinte años. Reitero que actualmente y desde hace algunos años 
tenemos la suerte de que en el país exista estabilidad y una serie de certezas jurídicas y de futuro que tanto a 
las AFAP uruguayas como a los fondos de inversión extranjeros les permite decir: "Estamos dispuestos a 
utilizar capital de riesgo y a financiar a veinte años". 


La conjunción de estos tres elementos las necesidades, la capacidad financiera, y la capacidad de hacer obra y 
de participar en los emprendimientos existe. Este proyecto de ley podría ser un marco adecuado para 
encauzar todo eso. 


Quizás el centro de atención en el proyecto lo pondría en que no es del todo equilibrado. Si uno busca una 
asociación público privada o si dos partes se asocian, es razonable que exista un balance entre las partes. Hay 
algunos aspectos centrales -creo que no vale la pena ingresar en el detalle que preocupan un poco, por 
ejemplo, cuando se establece en algunos artículos que una de las partes podría cambiar unilateralmente el 
contrato. Si hay una asociación entre dos partes no parece razonable que una de ellas tenga el derecho de 
modificar el contrato durante su ejecución. Se entiende que la modificación del contrato, para un lado o para 
otro, debería ser consensuada entre ambas partes. 


Otro aspecto sobre el que nos han hecho algunos comentarios los potenciales inversores, financistas a largo 
plazo, AFAP o fondos de inversión extranjeros tiene que ver con la posibilidad de prendar los flujos futuros o 
de garantizar con los flujos futuros, porque es el centro, el cerno, de un financiamiento a largo plazo. Si esto 
no se aclara en la ley y esa posibilidad puede no existir, restringiría, dificultaría o encarecería las 
posibilidades de conseguir flujo financiero. Los estudios que realizan las calificadoras de riesgo AFAP, 
fondos de inversión sobre los flujos financieros indican que hay una distribución de riesgos: si estos los 
asume solo una parte, cuesta más caro, pero si se balancean, es más barato. Esta es una regla que nos han 
explicado y que básicamente funciona así en todas partes: cuando hay más riesgo, el capital cuesta más. Por 
lo tanto, lograr un equilibrio razonable entre las partes sería lo más favorable para todos porque le costaría 
más barato al país. 


Alguien también dijo que cuando uno realiza una asociación para veinte años, tiene que ser 
independientemente de los actores que la firman porque, seguramente, al final de ese tiempo, ninguno de los 
actores originales estarán participando. Reitero que tiene que ser algo balanceado que permita la estabilidad y 
el flujo de imprevistos en veinte años puede haber muchos, que las partes tendrán que resolver en su 
momento. 


SEÑOR GANDINI.- La Comisión, en la consideración de este proyecto bastante atípico y complejo 
desde todo punto de vista su redacción; el tema que aborda, ha ido invitando a los involucrados y, 
eventualmente, a la Administración que tendrá que ver en las diferentes etapas. Por aquí han pasado el 
Ministerio de Economía y Finanzas, representantes de las AFAP, la Corporación Nacional para el 
Desarrollo y otros organismos que tienen que ver con esto. 


En algún momento la Comisión consideró invitar al sector privado involucrado para obtener su opinión, 
como hacemos siempre, pero es difícil identificar al potencial interesado, y por eso optamos por invitar a la 
Cámara de la Construcción que, seguramente, entre sus asociados tiene a empresas que han participado en lo 
más parecido a las PPP, que son las concesiones de obra pública. De ahí la importancia de su visión. 


Desde ese punto de vista, vuelvo a la consideración inicial respecto a que el Presupuesto nacional tiene 
previsto un nivel bastante bajo de recursos para la inversión en infraestructura porque el propio Poder 
Ejecutivo definió que esta será hecha a través de la asociación con el sector privado. Se hablaba de que lo que 
se requiere para el mantenimiento de la red vial, que está en crisis, sería aportado por el sector privado a 
partir de estrategias diversas se hablaba de US$ 600:000.000 para completar los US$ 1.200:000.000 
necesarios, más allá de inversiones en otras áreas como la portuaria. 


Esta es una introducción para la pregunta que voy a formular, que puede parecer simple, pero a mi juicio no 
lo es tanto. En algún momento se consideró que este proyecto podía demorar demasiado o eventualmente no 
aprobarse y a partir de allí escuchamos opiniones públicas de los señores Ministros de Economía y Finanzas 
y de Transporte y Obras Públicas diciendo que, de no aprobarse, de todos modos existe legislación vigente a 
través de la cual el gobierno podría poner en marcha esa inversión, y se mencionaron todas las leyes que 
prevén las concesiones de obra pública; es decir, ese sería el camino por el que se optaría. 


Nosotros partimos de la base de que esta es una buena iniciativa y de que el gran desafío que tiene es lograr 
el equilibrio entre dos situaciones. 


Por un lado, debe proteger, custodiar, debidamente los fondos y los intereses públicos que se depositan en 
esta ley. El Estado obviamente se desprende de ciertos mecanismos de contralor que actualmente tiene sobre 
la Administración Central o sobre sus empresas públicas y se aleja de ciertos métodos de contralor a partir de 
que buena parte de estos recursos se administran aun los públicos a través de sociedades anónimas u otros 
mecanismos que no son los de la Administración Pública tradicional con sus métodos de contralor en función 
de la asociación con los privados. 


Pero por otra parte, para que funcione tiene que ser interesante para los privados. Digo esto porque esta no es 
como otras leyes en donde se ponen reglas de juego nuevas, como una ley tributaria, que modifica 
situaciones jurídicas y a unos afecta bien y a otros mal, pero todos quedan bajo ella; si esta ley no es 
interesante simplemente no funcionará porque el sector privado no acudirá al llamado y, por lo tanto, en los 
hechos no se aplicará. 


Entonces, hay que lograr ese equilibrio, y ahí hay un punto que la Comisión y el Parlamento tendrán que 
estudiar muy bien. 


Después de esta larga introducción quisiera consultar a la Cámara de la Construcción qué diferencias tiene 
una legislación de esta naturaleza con el actual régimen de concesión de obra pública. Si esta ley no se 
aprobara y el Gobierno con la ley actual se dispusiera a extender a otro tipo de contrataciones no solo a las 
más conocidas la concesión de obra pública, ¿podría hacerlo? Hago esta pregunta porque una concesión de 
obra pública también se puede financiar a largo plazo. Por ejemplo, una ruta la pagan los usuarios en muchos 
años y quien la construye se financia en el sector privado. Por lo tanto, en los hechos, esa obra no una cárcel, 
un hospital o una escuela, pero sí una terminal portuaria de cargas, una vía de tránsito o una vía férrea se paga 
con su propio uso. Entonces, ¿qué vacío quedaría? ¿Qué interés puede tener un proyecto de ley como este 
para mejorar la participación y la inversión del sector privado, más allá de las normas que tenemos vigentes, 
como la ley de iniciativa privada y la de concesión de obra pública? 


Por otro lado, uno de los artículos finales de este proyecto de ley prevé la derogación de los componentes 
vinculados a la iniciativa privada previstos en la Ley_N* 17.555, y establece que todos los proyectos 
presentados hasta ahora bajo esa modalidad serán considerados bajo la nueva modalidad. Nosotros tenemos 
algunos reparos en ese sentido porque, si bien aquí está prevista la iniciativa privada para este tipo de 
proyectos, también es cierto que este tipo de iniciativas quedan circunscritas a determinada infraestructura y a 
los servicios conexos. Sin embargo, la iniciativa privada prevista en la Ley N” 17.555 es más abarcativa, es 
mucho más amplia, ya que también está prevista para servicios que no necesariamente puedan contener 
infraestructura. En definitiva, está prevista para todas las iniciativas que el sector privado quiera proponer al 
Estado y este entienda conveniente, y desencadena un mecanismo de concurso y licitación. 


Por lo tanto, en virtud de que muchos de ustedes han utilizado el mecanismo de la iniciativa privada, quisiera 
saber si consideran que esa derogación genérica que se hace en esta propuesta puede afectar otros proyectos 
interesantes para el Estado, que no se podrían presentar si quedara vigente esta norma y se derogaran los 
aspectos mencionados de la Ley_N* 17.555. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Miré muy por encima los comentarios que acaban de entregar acerca del 
proyecto de ley que estamos considerando, pero algunos de ellos ya fueron analizados por las 
Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional cuando concurrieron a la Comisión, por lo que 
queríamos hacer alguna puntualización a fin de que ustedes pudieran realizar algún comentario al 
respecto. En el punto 3 se hace referencia a la "preferencia en favor de la Administración (respecto de 
otros acreedores) en la ejecución de las garantías", que figura en el artículo 29 del proyecto de ley. Al 
respecto, las AFAP entendieron que como ese artículo se refiere a las garantías de mantenimiento de 
contrato y de oferta no afectaba a los acreedores posteriores, dado que el artículo 5” del proyecto prevé 
la forma en la que el contratista podrá constituir garantías en favor de sus acreedores, en particular de 
los financiadores. Entonces, nos extraña la redacción del punto 5, que dice: "La posibilidad de que el 
Contratista pudiera afectar, gravar o disponer de los ingresos resultantes del Contrato [...]'" cuando el 
artículo 5” del proyecto prevé la prenda. Quizás no lo haga con suficiente profundidad sobre esto se 
manifestó AFAP República, que propuso que la prenda tuviera mayor extensión o mayor 
determinación, pero la prenda está prevista en el proyecto de ley. 


Por tanto, nos gustaría que se hiciera alguna precisión con respecto a los puntos 3 y 5. 


Asimismo, la Cámara de la Construcción dice que en el proyecto faltan lineamientos concretos, pero a mi 
entender, ello dependerá de cada contrato porque cada infraestructura o participación público-privada tendrá 
sus características y el contrato es el que deberá especificarlas, ya que allí es donde se especifica el negocio. 
En el proyecto se hace referencia al marco en el cual la Administración pública puede realizar estas 
asociaciones público-privadas. 


Por tanto, consideramos que sería bueno que la delegación invitada comentara alguno de esos temas, ya que 
entendemos ustedes también lo dicen que esto hace a la esencia del negocio y, por lo tanto, algunos de esos 
temas deberán figurar en el contrato específico y no en una ley marco como esta, que habilita los 
procedimientos. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera agregar una pregunta a las que ya se han formulado. Sin duda se trata de 
una buena idea que, seguramente, todos compartimos desde el punto de vista del valor que un 
instrumento de estas características, bien concebido, puede tener, y de su necesidad en función de las 
dificultades presupuestales que señalaba el señor Otegui que, por supuesto, todos compartimos. Pero lo 
que hemos venido constatando es que se trata de una buena idea no necesariamente bien resuelta, 
sobre todo desde el punto de vista jurídico; en función de los asesoramientos que hemos recibido de la 
Cátedra y del Tribunal de Cuentas, entre otros, han ido surgiendo aspectos complejos que generan 
controversias que estoy seguro van a determinar una reformulación en la medida en que las voluntades 
políticas se conjuguen para que esto prospere. 


Quiero hacer una pregunta con relación a uno de esos aspectos, que está consagrado en el artículo 20, que 
tiene que ver con el llamado "diálogo competitivo". Me parece muy importante la opinión del sector privado 
en este sentido porque son los futuros y potenciales oferentes que van a ser llamados a estas instancias a 
dialogar competitivamente, como dice el proyecto, en función de los distintos procesos de adjudicación de 
proyectos de asociación público-privada. Sin embargo, muchas veces los nombres confunden. El contenido 
del artículo 20 genera dudas en cuanto a que en todos los casos el diálogo sea auténticamente competitivo, 
más allá de la voluntad del Poder Ejecutivo, lo que no está en cuestión. Aquí estamos analizando el alcance 
jurídico de las normas que se han propuesto. 


El inciso primero establece que el diálogo competitivo se realizará con los postulantes que cumplan 
determinados requisitos técnicos, pero además hayan sido seleccionados. Esto genera una discrecionalidad 
muy amplia al Poder Ejecutivo, a este o a cualquiera que venga en el futuro. Más adelante se dice que 
cumplido el diálogo competitivo y una vez que se lleve adelante el llamado concreto y específico o 
definitivo, solo presentarán oferta quienes hayan participado del diálogo o el Poder Ejecutivo podrá abrir la 
presentación de ofertas a otros oferentes. Esto, por definición, habla de un exceso de discrecionalidad que 
puede ser peligroso, complejo y podría dar al administrador de turno la potestad de direccionar un 
determinado proceso o, en vez de ampliar el margen que se supone es lo que se debe hacer siempre para no 
amputarse ninguna posibilidad y contar con el mayor número de ofertas, hacer todo lo contrario, es decir, 
estrechar el margen de acción y dejar por el camino potenciales oferentes que, en un proceso auténticamente 
competitivo, podrían llegar a presentar ofertas interesantes o provechosas para la Administración. 


Me gustaría que la Cámara de la Construcción opinara sobre el artículo 20. Por lo que observé, este tema no 
está contenido en los puntos que nos hicieron llegar por escrito y, si lo está, no está mal que recibamos una 
explicación adicional. 


SEÑOR MUJICA.- En línea con lo que dijo el señor Presidente, quisiera preguntar si no es más 
conveniente que los puntos 6 y 7 del documento estén en cada contrato y no prefigurados en la ley. Esto 
daría una mayor ductilidad para el armado del contrato. ¿A la Cámara de la Construcción no le 
parece más conveniente que estos aspectos estén especificados en cada contrato en particular? 


También quisiera conocer la opinión que tienen sobre la posibilidad de una discriminación positiva para 
empresas nacionales en el caso de los contratos. 


SEÑOR BARRENECHE.- El señor Presidente de la Comisión hizo referencia a las inquietudes que las 
AFAP presentaron. El tema de las garantías puede ser perfectible. Acá hay una filosofía general que es 
de cargo del legislador. O se hace una ley corta, dejando un montón de detalles y precisiones para la 
reglamentación y los contratos en particular, o se detalla todo en la ley. El problema es que en el 
proyecto hay un montón de cosas que están detalladas y otras no. Este es un problema de filosofía en 
cuanto a cómo armar el proyecto. En los contratos o en la reglamentación de la ley siempre se pueden 
aclarar situaciones. En términos generales, la opinión de la Cámara es que hay varios aspectos 
enfocados-y nos parece correcto hacia al control que el Estado puede ejercer, pero se desbalancea para 
el sector privado. Después empezará todo el aspecto jurídico de qué se puede cambiar y qué no. 


Varias de las preguntas realizadas apuntan a si es conveniente o no incluir y reglamentar todo lo que puede 
pasar dentro de veinte años. Esto es muy difícil. Hay opiniones que dicen que mejor es hacer una ley corta, 
como en otras partes del mundo, que después se establezca un marco y que en cada contrato se determinen 


las condiciones que se necesitan. De lo contrario, se reglamenta todo desde el principio tratando de prever 
todos los escenarios. Ustedes deben lograr el equilibrio entre las dos posiciones. 


Con respecto a la pregunta del diálogo con los privados, nosotros entendemos -y así lo hemos expresado en 
los distintos Ministerios involucrados; queremos resaltar la muy buena acogida que tuvimos en el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería- que para evitar fracasos y posibles sanciones público-privadas es muy 
importante tener conversaciones previas con potenciales inversores para ver qué piensan. Si no, uno puede 
terminar pensando que hay un montón de intereses que no había. A eso en la jerga económica se le llama 
"data room" o algo por el estilo. Nosotros, en su momento, solicitamos al señor Ministro Kreimerman hacer 
un "data room" con la energía eólica y con la biomasa. Se han hecho varios "data room" y se ha ido 
avanzando. Acá no hay misterios. Los números son números; los negocios son negocios. Esto se hace en 
todas partes del mundo, ahorra muchísimo tiempo y no se está aislado en un escritorio tratando de imaginarse 
el futuro, sin consultar a la otra parte. Cualquiera que se vaya a asociar en algo, pregunta al otro qué opinan y 
ven cómo se arma. El negocio le tiene que servir a los dos porque, de lo contrario, no hay asociación. Tiene 
que haber un equilibrio razonable de intereses. 


Se puede invitar a otros más; eso se puede hacer, pero es muy difícil que los que no fueron a los "data room" 
coticen después. Para nosotros esto es un detalle, porque el que está interesado, va. Es raro que el que hace 
una inversión a veinte años nunca vaya a una conversación previa. Este punto también queda en manos del 
legislador. Para nosotros es fundamental escuchar al potencial socio antes de hacer un llamado. Si se hacen 
llamados sin consultar puede suceder ha habido experiencias aquí y en otras partes del mundo que se diga: 
"Señores, hay muchos interesados", y después no los hay. En cambio, si se escucha, ya se puede saber 
cuántos van a asociarse. 


La administración en ningún momento renuncia al derecho de hacer lo que quiera y tomar las decisiones que 
quiera, pero escuchemos al socio y digámosle hasta dónde puede ir y hasta donde estoy dispuesto y entonces 
vemos si hay posibilidades de asociarse. Entendemos que es un elemento muy importante. 


SEÑOR ABDALA.- Me queda clara la visión de la Cámara de la Construcción con relación a esto y la 
comparto. Por supuesto que es muy importante definir modelos en un diálogo previo a la decisión final 
de cuál es el llamado concreto que al respecto se va a hacer. Para eso están los "data room", los 
procedimientos de llamados de expresiones de interés. La duda es con relación, como dije recién, a la 
formulación jurídica, porque si uno lee detenidamente el inciso primero del artículo 20 al que hice 
referencia capaz que hay un error en la redacción, ojalá, entre los que se presenten al llamado -ahí se 
confirmaría lo que dice el ingeniero, es decir, si se presentan es porque tienen interés y porque en todo 
caso están en condiciones de proporcionar lo que se está reclamando- y cumplidos los requisitos 
técnicos, habrá una selección y luego, con los seleccionados habrá diálogo competitivo. Es aquí donde 
se enciende la polémica. 


La visión general está clara y la comparto. 


SEÑOR DÍAZ.- En primer lugar, respecto a la pregunta del señor Diputado Abdala, nuestra visión es 
más bien de carácter técnico o gremial. Desde el punto de vista jurídico, en lo personal no puedo 
contestar; entiendo la pregunta, pero sinceramente no la puedo contestar. Estamos de acuerdo en el 
concepto y creo que es así. 


Respecto al planteo del señor Diputado Mujica, como Cámara de la Construcción por supuesto que vemos 
muy bien la ventaja de la participación de empresas nacionales en cualquiera de estas instancias. Entendemos 
que igual van a participar; de hecho participamos del diálogo porque en general todas esas inversiones vienen 
por asociaciones con empresas nacionales. Como gremio vemos eso muy positivo. 


En cuanto a la interrogante del señor Diputado Gandini, en general el proyecto nos parece una herramienta 
buena y marcamos algunos puntos que pensamos deberían considerarse. Además, hay otra cuestión que pasó 
un poco inadvertida en la redacción de las observaciones, una cierta inquietud y creemos que podría ser uno 
de los elementos más positivos de la idea: el tema tiempos, plazos. Si la ley, como aspiramos, estableciera 
plazos cortos a los efectos de aprobar las distintas instancias o limitarlas en función del tiempo, se convertiría 
en una herramienta más ejecutiva. Aspiramos a que el plazo esté presente. Profundizando un poco más, 


creemos que el tiempo es una variable que, por ejemplo, en el caso vial, al cual he estado más asociado, a la 
infraestructura, aeropuertos y demás, que va en contra de los pavimentos, si pasan cosas y no hacemos 
mantenimientos o inversiones, el grado de deterioro es muchísimo más grande que el lineal, es casi 
exponencial pero en el otro sentido. 


En función del Presupuesto y de que la Administración prefirió financiar o hacer parte de las obras de 
infraestructura a través de un mecanismo como este, creemos que es importante que surja una solución al 
respecto, pero que además los tiempos sean cortos. Hoy la infraestructura, sobre todo la vial, que es la que 
más conozco, está en una situación compleja gracias a Dios en cierto sentido porque significa que el Uruguay 
productivo se ve por las carreteras, cuando yo era chico no se veía. Hoy están llenas de camiones, de 
producción; los puertos están abarrotados con barcos esperando para entrar. Todas esas cosas tienen un costo 
operativo que va contra nosotros. Creo que las inversiones tienen que hacerse y rápido. Me parece importante 
-sería una diferenciación respecto de las otras alternativas- establecer plazos para hacerlo más ejecutivo. 


SEÑOR GANDINI.- El ingeniero Díaz hace referencia a una carencia del proyecto. Otras visitas que 
ha recibido la Comisión han marcado que el artículo 36 establece las etapas del procedimiento de una 
iniciativa, las identifica muy claramente, pero no le pone plazo a cada una de ellas y esto podría atentar 
contra el propio proceso. ¿Ustedes también están proponiendo que se establezcan plazos para las 
etapas? 


SEÑOR DIAZ.- ¡Claro! La alternativa que tenemos es ir a lo viejo, a la solución Consorcio del Este o 
Aeropuerto de Carrasco. De nuevo pido disculpas por la falta de conocimientos jurídicos, pero 
implicarían un tratamiento legislativo particular en cada caso, seguramente más tiempo o si no, 
vayamos por el camino más viejo. En función del Presupuesto y de las declaraciones teníamos 
expectativa de que este iba a ser un camino "más rápido" entre comillas que los anteriores. Por cierto, 
entendemos que la rapidez en esta situación actual de Uruguay es necesaria. 


Respecto a las iniciativas privadas, sería una ventaja incluir en esta nueva ley un cuerpo de estudio 
profesional. Creo que es buena cosa tener un cuerpo profesional de estudio de iniciativas privadas. Mi 
experiencia particular -no tanto de la Cámara de la Construcción- es que algunas de las iniciativas han caído 
en cuerpos estables de la Administración que no conocen el alcance, el concepto de la iniciativa privada. 
Sería bueno tener un equipo profesional al respecto. 


SEÑOR GANDINI- Mi pregunta fue dirigida, más que a la Cámara de la Construcción a los 
integrantes de la delegación que sé que en algunos casos tienen una amplia experiencia en la materia. 
Mi concordancia con lo que dice el ingeniero Díaz es en cuanto a aquellos proyectos que puedan 
coincidir con el objeto de este contrato de infraestructura definido en el artículo 1”. Pero también me 
consta que en la materia ha habido otras iniciativas y, por lo tanto, al derogarse se cerraría un 
procedimiento que a lo mejor no incluye una actividad, incluye por ejemplo, una iniciativa para 
administrar mejor un servicio que brinda el Estado y al ser servicio no es infraestructura. Creo que 
estaríamos amputándonos un instrumento que con sus carencias ha funcionado y bien y sobre todo 
moviliza la creatividad del sector privado que tiene muchos recursos y a veces propone cosas que el 
Estado no ha pensado y que refieren a la especialidad de alguna empresa o sector. Si bien hay equipos 
especializados, obliga a que toda iniciativa se introduzca aquí, bajo estos parámetros bastante más 
estrictos. La ley de iniciativas es mucho más abierta y a lo mejor, existiendo esto, alguien puede 
presentarse ante el Ministerio de Turismo o el Ministerio de Transporte y Obras Públicas para otro 
tipo de iniciativa que no necesariamente tiene que ser una APP; puede ser otra cosa. Entonces, me 
preocupa que eliminemos esto. Me parece bien que todas las iniciativas que cuadren, vengan acá, pero 
aquellas que no, no deberían desaparecer porque a lo mejor al país le convienen. 


SEÑOR DÍAZ.- Eso lo tenía agregado al final. Me faltaba decir que, eventualmente, se podría ajustar 
el texto para que no sucediera eso. 


SEÑOR BARRENECHE.- Me quiero referir a lo que se planteaba en cuanto a si esto se puede o no 
hacer con la legislación vigente. Si se puede hacer, ¿para qué hacer una ley? Creo que hay un punto 
central en todo. Si bien no es mi especialidad, jurídicamente se pueden hacer muchísimas cosas con la 


legislación vigente -quizás la inmensa mayoría de las que están previstas en la ley, pero el tema es 
cuánto tiempo se tarda. 


Ha sucedido que se presentan iniciativas privadas de diversos tipos, en diferentes Entes Autónomos, 
Intendencias, en UTE, etcétera, pero hay un plazo razonable para estudiar los negocios a fin de que cierre la 
ecuación económico-financiera. Ahora, si uno presenta la iniciativa y pasan dos o tres años de estudio, se 
desvirtúa la realidad y, en muchos casos, queda en un "ni". ¿Por qué? Básicamente, porque falta una 
estructura que diga: "Esto se puede presentar así". De lo contrario, cada sector jurídico de cada uno de los 
entes en los que se presenta la propuesta empieza a estudiar, porque no tiene un marco claro y definido para 
esto. 


Como decía el ingeniero Díaz, sería fundamental poner plazos para ambos lados. Así como hay -y es lógico 
que así sea- plazos para presentar ofertas o para levantar las observaciones, sería bueno que existan plazos 
razonables para el estudio que hace la otra parte. Si no, se entra en un diálogo eterno. 


De las iniciativas que se han presentado al país, han salido muy pocas y con plazos muy largos de estudio. La 
esperanza es que con esta ley, por lo menos, esos plazos se acorten. Si se pusieran plazos razonables en las 
que cada parte pueda responder las inquietudes de la otra en cada una de las etapas, sería una mejora 
importante para el éxito de la ley. 


SEÑOR OTEGUI.- Creemos que, en definitiva, hay todo un capítulo que hace a cómo coloca esta 
iniciativa -en caso de ser aprobado muchos de los proyectos que se puedan desarrollar referidos a las 
obligaciones del Estado y cómo impactan en los niveles de endeudamiento del país. Ese es un capítulo 
que no hemos abordado, que seguramente los señores legisladores lo tienen presente y que hacen a lo 
que tienen que discutir. En nuestra opinión estos mecanismos, insistimos, son necesarios por una 
razón: el país hace una fuerte inversión en infraestructura en el corto plazo o estrangula, sin vueltas, 
su posibilidad de crecimiento. Y ya la opción presupuestal está tomada. 


En consecuencia, una posibilidad es que "inventemos" entre comillas procedimientos que permitan al sector 
privado invertir. Y hoy no estamos ni en el ámbito ni en el momento de decirlo, pero diferimos 
sustancialmente con las cifras que se han manejado en forma pública. Creemos que el país necesita una 
inversión mucho más potente a los efectos de no estrangular el crecimiento en diversas áreas. Le llamamos 
infraestructura a todo. Dejamos especialmente afuera a la vivienda porque es un capítulo al que sí la Ley de 
Presupuesto le da una prioridad importante en este quinquenio -más allá de que después los instrumentos que 
se elijan den o no resultado-, con lo que nosotros coincidimos, vamos a ser claros. Ahora, la infraestructura 
como tal, o recibe un empuje de inversión fuerte o nuestro país va a tener un estrangulamiento severo de sus 
capacidades y posibilidades de crecimiento en los próximos tres o cuatro años. No estamos hablando de aquí 
a diez o veinte años; estamos hablando del corto plazo. 


SEÑOR MUJICA.- Comparto la última intervención del ingeniero Otegui. 


Volviendo al tema de los plazos, que ustedes han remarcado y que me parece importante, quiero decir lo 
siguiente. El artículo 36 marca las etapas de procedimiento de iniciativa. La pregunta es: a ustedes como 
empresarios privados, ¿el plazo de doce meses para el conjunto del artículo les parece sensato, razonable para 
todo lo que es la presentación, evaluación por la CND, el estudio de factibilidad y el llamado público a 
interesados? 


SEÑOR DÍAZ.- Sinceramente, para contestar la pregunta, debería saber de qué tema estamos 
hablando. Si usted me dice, vamos a hacer una segunda vía en Ruta N” 5, no necesitamos un año y 
seguro tampoco lo necesitemos para un puerto, dependiendo de dónde sea. Si uno pretende proceder 
con algún tipo de energía distinta de las tradicionales o conocidas, es posible que sí, pero creo que 
depende de la temática y de la propuesta. Algunas propuestas han tenido muchísimo tiempo de estudio 
y no deberían insumir todo ese tiempo. En particular, de las pocas iniciativas privadas registradas 
como antecedentes, algunas de ellas insumieron muchos años. 


Apelamos a que las propuestas con infraestructura más tradicional pudieran llevar bastante menos tiempo. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero acotar que lo referido al artículo 36 son las etapas previas al llamado, es la 
evaluación de la iniciativa privada. Después empieza el proceso que se define en el artículo 18 en 
adelante, es decir, el llamado público, el diálogo competitivo, la selección de los oferentes, la 
elaboración del pliego y recién ahí el llamado. En el medio puede haber esto también habría que 
reglamentarlo un estudio de impacto ambiental, que a veces es lo que demora dos años, sin el que no se 
puede iniciar el llamado. Creo que sí hay que establecer plazos, que a lo mejor deben fijarse en la 
reglamentación, de modo que no sean iguales para todos los tipos de llamado o, en todo caso, no 
establecer plazos máximos. He escuchado aquí algunas opiniones por las que el promedio de obras en 
otros países, mediante este procedimiento y para que se culminen todas las etapas, es de tres años; 
tampoco es de dos días; todas las etapas de estudio, de conformación de pliegos, de llamados, de 
consultas y, al final, de la selección. Hay que ver que también hay todo un proceso de financiamiento de 
la obra que se obtiene luego de fijadas con claridad las condiciones. Hay que salir a buscar ese 
financiamiento. Todo eso lleva un proceso largo. No podemos pensar que aún teniendo este proyecto lo 
más aceitado posible, rápidamente se vayan a concretar algunas de las obras anunciadas. Pensamos 
que la primera va a demorar varios años porque hay que recorrer un camino, inevitablemente y por lo 
que escuché, algunos expertos en la materia decían que a algunos países que tienen bastante bien 
armado el tema, les lleva tres años hacer un llamado y concretarlo. 


SEÑOR BERNINI.- Creo que el modelo británico es el que demora más y el español el que demora 
menos. O sea que a nivel internacional y de derecho comparado tenemos mucho para estudiar. Este 
tipo de leyes se justifican en la medida en que logren el objetivo que la legislación actual no cumple. Y 
el arte en todo esto es conciliar la eficiencia en los tiempos y la oportunidad con los necesarios controles 
y defensas de los intereses de la sociedad en su conjunto. Obviamente que ahí debe estar la justa 
medida. 


Voy a hacer referencia a otro aspecto ya que el razonamiento final hecho por los representantes de la Cámara 
de la Construcción del Uruguay me dio pie para hacerlo. 


Imaginemos el escenario de que después de pelearnos mucho con la oposición, aprobamos un proyecto, se 
promulga una ley y comienza a andar. He escuchado con mucha atención y respeto al sector de la 
construcción de nuestro país, tanto a la Cámara como al sindicato. Creo que es uno de los sectores en los que 
tenemos que ver cómo se llega a la madurez y casi a la institucionalización de las relaciones laborales, que 
permiten que el país vaya hacia adelante, que creo es el objetivo. En esa institucionalidad "sui generis" que 
han creado ustedes en el marco de sus relaciones laborales es unánime el planteo de que, si se da la situación 
de que el país tiene este proyecto aprobado, terrible obra de infraestructura, la apuramos, sale bien, todo 
prolijo, a la hora de hacerla operativa he escuchado particularmente al señor Otegui, en nombre de la Cámara, 
dar su punto de vista al respecto existan dificultades en cuanto a la mano de obra. Podemos tener una ley muy 
buena, conciliar las necesidades de infraestructura y tiempo con la transparencia de los mecanismos, pero en 
un país que dentro de tres años hará crisis en algunas áreas, ¿cómo visualizan esa situación? Perdonen que lo 
plantee así, pero este es el ámbito en el que podemos conversar. Ya he escuchado algunas ideas, pero quisiera 
saber cómo se puede colaborar desde el Parlamento para poder ayudar a que eso no suceda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a complementar el planteamiento realizado por el señor Diputado 
Bernini. 


Como dije al principio, me ha tocado estar de los dos lados del mostrador durante el tratamiento de estos 
temas. Aclaro que esa iniciativa privada a la que se hacía referencia tuvo en el medio nada más y nada menos 
que la crisis de 2002. 


Hay un tema que me preocupa. Debido a la forma de financiamiento que tiene el proyecto creo que es 
importante solucionar los plazos de ejecución de las obras públicas, más allá de los procedimientos que se 
han utilizado hasta ahora. Quizá allí esté una de las virtudes de este proyecto de ley y del concepto público- 
privado que es el valor tiempo. El Gobierno y la sociedad están planteando la necesidad de tener esa 
infraestructura cuanto antes, para que esté a disposición del usuario y que no sean determinado tipo de plazos 
los que demoren la puesta en funcionamiento de una obra pública. 


Cuando leemos un poco de historia y vemos que el Estadio Centenario o algunos tramos de Bulevar Artigas, 
en la misma época, se hicieron en pocos meses, y vemos lo que hoy demoran algunas obras públicas, 
entendemos que es necesario cambiar el concepto de lo que es la ejecución de una obra pública y poner el 
tiempo como un factor fundamental. 


SEÑOR OTEGUI.- Nosotros tenemos por norma tratar de imaginarnos el escenario posible que va a 
tener el país y nuestra industria en los años que vienen. Por ese motivo ya hace un año que estamos 
muy preocupados por los recursos humanos, y no solo por nuestra industria, sino por todo el país. Los 
demás sectores de la economía, recién ahora, después de que nosotros golpeamos en el clavo una y otra 
vez, comienzan a preocuparse por el problema. El estrangulamiento debido a la escasez de recursos 
humanos formados, lo va a tener el país. Yo dije de entrada que es uno de los tres temas que, en nuestra 
opinión, van a generar enlentecimiento o dificultades de crecimiento. Cuando se detecta esa situación, 
se deben aplicar medidas a veces consensuadas. En nuestro caso, con nuestros trabajadores acordamos 
fundamentalmente lo que tiene que ver con la capacitación; lanzamos programas potentes de 
capacitación y nos quedamos cortos. Nuestra visión y opinión compartida con el SUNCA era capacitar 
dos mil doscientos este año, llegar a tres mil trescientos para el que viene, realizar programas 
conjuntos en INEFOP y UTU. Ustedes conocen este proyecto que está en marcha. Nos equivocamos, 
nos quedamos cortos. En fin de año tomamos la decisión conjunta de capacitar gente gracias a la ley 
aprobada por el Parlamento que permite a los jubilados de la industria capacitar a gente joven de la 
industria o que quiere ingresar al sector. La UTU tampoco da abasto y tiene un problema severo, 
porque no está preparada para este desafío que impone el país. Ellos tampoco imaginaron hace tres o 
cuatro años cuál sería la situación. Con estos nuevos instrumentos vamos a aumentar el número de 
gente capacitada y este año vamos a pasar de dos mil doscientos a cuatro mil, de los cuales, mil 
ochocientos son personas de fuera de la industria. Pensamos fundamentalmente en la gente joven, en 
las mujeres y los asentamientos, que es donde está el desempleo duro. Es allí donde podemos 
solucionarle un problema al país, agregando nuevos recursos humanos con una base de capacitación, 
aunque sea mínima. Entonces, agregando nueva gente para que trabaje, se sacaría presión a la falta de 
recursos humanos. Ese es el único misterio. 


Anteayer tuvimos una reunión en la Cancillería con el Departamento 20 y nos pegaron un tirón de orejas 
porque se ha duplicado el número de uruguayos que retornan de España a raíz de las declaraciones que 
hicimos. Nosotros tenemos posibilidades de repatriar entre ocho y diez mil uruguayos que están en aquel 
país, pasando mal, y acá tienen oportunidades de trabajo. Tenemos que facilitar ese proceso. No tiene sentido 
que nos estemos quejando de que no tenemos personal calificado para trabajar, y esa gente, que son 
uruguayos a los que el país no les pudo dar oportunidades, en otro escenario no es una crítica, debieron 
emigrar. Entre el año 2001 y 2009 emigraron veintiocho mil personas y esa gente puede retornar porque aun 
no tiene raíces en el lugar al que fueron. Además, no está pasando bien. 


En lugar de preguntarnos qué van a hacer los demás, la industria se ha acostumbrado a preguntarse qué 
podemos hacer nosotros. Y no pedimos permiso, tratamos de hacerlo. No podemos resolver todos los 
problemas, pero sí colaborar en algunos. Si en el escenario de este país se logra convencer a ocho o diez mil 
compatriotas para que vuelvan, si se logra incorporar al mundo del trabajo a equis cantidad de personas que 
están en el desempleo más duro, le hacemos un bien al país y a la sociedad. Además, lo necesitamos, y 
estamos convencidos de eso. 


Todavía no tenemos los estudios, pero como lo hacemos siempre, los hemos pedido a nuestros asesores en 
diversos rubros. 


Hemos encargado un estudio a gente de primera línea para que evalúen las posibilidades de crecimiento del 
país para los próximos cuatro años. Por supuesto, después aparecerán diferencias. Si uno pregunta a una 
consultora va a decir 4,3%, otra 4,8%, otra 5,2% y otra 3,9%. Pero los que en definitiva saben de eso son 
ellos. Nos harán el estudio para ver qué sectores de la economía van a crecer y qué recursos humanos se van 
a requerir. Lo que no puede ser es que Uruguay no piense que si va a crecer va a requerir nuevos recursos 
humanos y en qué disciplina. Eso es algo que el país tiene que acostumbrarse a hacer en forma continua. Sin 
embargo, no hay nadie que lo esté pensando. Lo digo con franqueza. Esas son las cosas en las que no se están 
dando respuestas adecuadas. No hablo del Gobierno; hablo del país y de la sociedad. Este es un tema que 
debería preocupar a todos; a los señores de otras áreas de la economía, a los sindicatos, a los Gobiernos, a la 
oposición, a la educación, porque, en definitiva, es el escenario y son las dificultades que vamos a tener 


dentro de uno o dos años. Y si no prevemos y no nos anticipamos, siempre vamos a estar emparchando con 
dificultades. 


Con respecto al plazo de las obras públicas, eso muchas veces es un mal compartido. Entre otras cosas, el 
financiamiento juega. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la Cámara de la Construcción del Uruguay. 


Van a recibir una copia de la versión taquigráfica, y seguramente habrá otra oportunidad de intercambiar 
opiniones sobre nuevos textos que podamos estar manejando al respecto. 


(Se retira de Sala la delegación de la Cámara de la Construcción del Uruguay) 


——- La Mesa propone el archivo del proyecto de ley denominado "Censo 2010", porque tuvo otro trámite. 
Teníamos un proyecto pero entró otro por el Senado, que se aprobó allí y después en Diputados. 


(Se vota) 
——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Hay otro proyecto de ley que se refiere a "Empresas a las que se compruebe infracción fiscal en la forma de 
documentar sus operaciones gravadas", que faculta a la Dirección General Impositiva a solicitar la 
intervención judicial de caja. Tenemos una respuesta negativa del Poder Ejecutivo al respecto. Hoy la ley 
prevé la posibilidad de clausurarlas y el Poder Ejecutivo entiende que no puede renunciar a hacerlo. 


Esa iniciativa es de la bancada del Partido Nacional. 
SEÑOR ABDALA.- Voy a hacer la consulta al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta es la última sesión del Primer Período legislativo de la XLVII 
Legislatura y por lo tanto es el final de esta Presidencia. 


Queríamos, al igual que el año pasado, invitar para la primera sesión del Segundo Período de esta Legislatura 
al Ministerio de Economía y Finanzas para que haga una puesta a punto de todas las novedades que pueda 
haber tenido el país en los temas económicos, financieros y fiscales desde la aprobación del Presupuesto 
hasta acá, y para que se expida sobre los proyectos de ley que se originen en el Ministerio de Economía y 
Finanzas y tengan como destino esta Comisión. 


Entonces, la propuesta es invitarlos para la primera sesión de la Comisión, aunque no sabemos la fecha 
porque el régimen de trabajo se establecerá en las primeras sesiones de la Cámara. 


SEÑOR GANDINI.- Señalo mi satisfacción por la convocatoria al Ministerio de Economía y Finanzas. 
Aprovecharemos la comparecencia del Ministerio para hablar sobre temas tributarios: el IVA, el 
IRAE, la tierra, el IRPF, todo lo que ha estado en la consideración pública en estos días, salvo que se 
acote la posibilidad de preguntar, aunque el Ministro viene siempre con muy buena disposición. El 
objeto de nuestro llamado lo representó muy bien el Presidente de la Comisión, e incluiremos todos los 
temas pendientes. 


En la primera sesión, como es de trámite, votaremos la Presidencia de la Comisión, y el Partido Nacional va a 
proponer al señor Diputado José Carlos Cardoso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso nos facilita el trámite, ya que podremos dirigirnos directamente al 
próximo Presidente. 


Reitero: creo que ha sido un año en el cual se ha trabajado en forma intensa; hemos logrado aprobar algunos 
proyectos y continuaremos analizando otros que pasarán para el próximo período. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


